LEY  DE  HACIENDA  MUNICIPAL

DEL  ESTADO  DE  JALISCO.

Decreto:   19453
CC. DIPUTADOS SECRETARIOS

DEL H. CONGRESO DEL ESTADO

P R E S E N T E:

En ejercicio de la facultad reconocida en el artículo 33 de la Constitución Política del Estado de Jalisco, a efecto de que el Titular del Poder Ejecutivo de la entidad formule observaciones a los proyectos de ley o decreto aprobados por el Congreso del Estado; y con fundamento en los artículos 29, 36, 46 y 50 del ordenamiento constitucional mencionado; así como en lo dispuesto por los numerales 1, 2, 3, 19, 20, 21, 22, 23 fracciones I y II, 27, 28, 30 y 31, de la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo del Estado; por este conducto me permito hacer llegar a la H. Asamblea Legislativa, las observaciones al Decreto No. 19449, que contiene el proyecto de reformas y adiciones a la Ley de Presupuesto, Contabilidad y Gasto Público, Ley Electoral, Ley para los servidores Públicos, Ley de Hacienda Municipal y Ley del Gobierno y la Administración Pública Municipal, todos ordenamientos del Estado de Jalisco, con base en las siguientes:

Consideraciones

I.-  El artículo 25 de la Constitución Política establece que el Congreso sesionará por lo menos dos veces por semana durante los periodos comprendidos del primero de febrero al treinta y uno de marzo y del quince de septiembre al quince de diciembre de cada año, fuera de los cuales sesionará al menos dos veces por mes;

La clausura del periodo de sesiones del Congreso del Estado hace que el plazo de ocho días para hacer observaciones a los proyectos de ley y decretos, se suspenda, en virtud de que la legislatura no se encuentra en funciones, por lo tanto, la oportunidad para hacer valer las objeciones sigue transcurriendo. 

II.-  La Constitución Política del Estado de Jalisco en el artículo 33 faculta al Titular del Ejecutivo del Estado, a negar la sanción a un proyecto de Ley o Decreto aprobado por el Congreso cuando considere conveniente hacer las observaciones de forma y fondo sobre dichos actos legislativos; y que deberán ser remitidas dentro de los ocho días a aquel en que se haga saber, excluyendo de dicha facultad solamente la aprobación de la Ley Orgánica del Poder Legislativo, las resoluciones que dicte el Congreso como Jurado, los Decretos que con motivo de un proceso de referéndum declaren derogada una ley o disposición, y el voto que tenga que elegir en su calidad de Constituyente Permanente Federal en los términos que determina para tal efecto la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

III.-  Con fecha 20 de diciembre del presente año el H. Congreso del Estado aprobó mediante Decreto No. 19449, que contiene la propuesta de reformas y adiciones a diversos artículos de la Ley de Presupuesto, Contabilidad y Gasto Público, Ley  Electoral, Ley para los Servidores Públicos, Ley de Responsabilidades, Ley de Hacienda Municipal y Ley de Gobierno y Administración Pública Municipal, mismo que fue recibido por el Ejecutivo del Estado el día 21 de diciembre del 2001, por conducto de la Secretaría  General  de  Gobierno, como se aprecia en el oficio D.P.L.  525-LVI

IV.-  Que las reformas y adiciones contenidas en el proyecto que se objeta, se refiere especialmente a dos supuestos:  a) que en el proyecto de presupuesto de todos los entes públicos del Estado, se contengan las plantillas de personal donde se especifiquen todos los empleos públicos y las remuneraciones que por concepto de salarios o cualquier otro ingreso les sean asignadas a estos servidores públicos de manera desglosada, así como sus modificaciones posteriores y b) la creación de un Comité Técnico de Valoración Salarial del Estado de Jalisco y sus Municipios, que emita recomendaciones para establecer los sueldos de los servidores públicos, quien deberá realizar los estudios necesarios para la actualización de los montos máximos de las percepciones anualmente y emitir recomendaciones sobre la percepción salarial.
Antes de dar inicio, es oportuno señalar que, en lo sucesivo se expondrá de manera particular la inconveniencia del proyecto de reformas y adiciones a los ordenamientos de cuenta, especialmente las contenidas en el artículo tercero del decreto 19449, por los vicios de inconstitucionalidad que conlleva y de suerte general los demás artículos de dicho proyecto, apoyado en las razones jurídicas por las que no es promulgado ni publicado, lo cual se hace en los siguientes términos.

Único.- Conforme a los antecedentes históricos, constitucionales y legislativos del municipio en México, desde la Constitución de Cádiz hasta la Constitución de mil novecientos diecisiete, se instituyó y tuvo vigencia la figura del jefe político o prefecto, en quienes recaía un cúmulo crecido de facultades, funciones, obligaciones y responsabilidades, que lo distinguían y ponían en un plano de superioridad frente a todas las autoridades de carácter local que existían o que fueron dándose durante el periodo que enmarcan las Constituciones citadas.

Por una parte, estos funcionarios eran nombrados directamente, según la etapa histórica, por el rey, por los gobernadores o por el emperador, a quien debían obediencia plena y rendían informe de los gobiernos interiores de las regiones que se les encomendaban, que, según también la época y la forma en que el territorio se dividía para su gobierno, a los jefes políticos y prefectos correspondían las provincias, distritos o departamentos. 

Dentro de este esquema de supra-subordinación que los jefes políticos y prefectos tenían con relación a quien los nombraba, tenían la obligación y responsabilidad de gobernar aquellas regiones que les eran asignadas y respecto de las cuales tenían que rendir informe a su superior que los designaba, y de quien recibían órdenes para llevar a cabo las políticas de cualquier índole en las zonas en que ejercían autoridad, de tal manera que constituían la autoridad inmediata para la ejecución y aplicación de las  órdenes del rey, gobernador o emperador, en cada una de las regiones.  Así pues, en este patrón piramidal, estos últimos lograban centralizar las decisiones y políticas que debían aplicarse en las provincias, distritos o departamentos y, así, consecuentemente, en todo el territorio en general.
En esas circunstancias, las jefaturas y prefecturas se identifican de manera destacada en los regímenes centralistas, en los que la toma de decisiones y planes de ejecución surgían precisamente del poder central y se llevaban a su término a través de estas figuras, que permitían efectivamente un control directo del gobierno de todas las regiones del país, sujetos así a un mando central.

Por otro lado, los jefes políticos y prefectos, contaban con amplísimas facultades, tanto de carácter político, gubernativo, social, administrativo, hacendario, religioso, electoral, y de toda índole, que no se limitaba a una cuestión propia o interna de la jefatura o prefectura, sino que abarcaba todo lo inherente al gobierno interno de la provincia, distrito o departamento, según el caso, y que, dada esa amplitud de atribuciones y consecuentemente de funciones, implicaba en esos ámbitos de gobierno a las autoridades locales y particularmente a la de los Ayuntamientos, de tal manera que las atribuciones de estos últimos se veían de tal forma limitadas que no podían actuar o realizar mayores funciones sin la supervisión, consenso o conocimiento previo del jefe político o prefecto, de tal forma que los Ayuntamientos sólo podían llevar de manera autónoma funciones menores.
Lo anterior se identifica claramente, pues, por una parte, estos jefes o prefectos, presidían toda clase de juntas o eventos, fueran de índole religioso, social, electoral, político y otros, dado que, siendo la autoridad máxima inmediata del lugar, los ordenamientos les reconocían una preeminencia frente a cualquier autoridad y exigía ese reconocimiento, y en esos mismos términos se les reconocía la facultad para dirigir y presidir cualquier junta o evento en esas materias.  Tales atribuciones no se limitaban a una simple dirección y presidencia, pues adquirían tales características que podían y debían decidir en un amplio contexto todo lo relativo a las provincias, distritos o departamentos, en lo que se consideraba lo más importante, y en lo de menor trascendencia, de cualquier manera recibían informes y autorizaban en su generalidad las actuaciones de las autoridades locales como lo eran los Ayuntamientos. 

Las cosas estaban dadas de tal forma, que los Ayuntamientos estaban casi en su totalidad sujetos al gobierno de estos jefes políticos o prefectos y, por tanto, no podían acceder directamente a los poderes supremos sino que esto era únicamente por conducto de aquellos. 
En estos términos, se reconoció que por debajo del gobierno estaban los jefes políticos o prefectos, que hacían cumplir sus órdenes y servían para que la autoridad que representaban, tuvieran  medios inmediatos de acción y centralización. Todo esto motivó su cuestionamiento y que el Constituyente de mil novecientos diecisiete finalmente los suprimiera mediante la inclusión de la prohibición de autoridad intermedia, a que se refiere la fracción I, del artículo 115 constitucional. 

Sobre este tema el Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, ha emitido las tesis jurisprudenciales números 26/97, 48/97 y 50/97, visibles a fojas 133, 395 y 343, respectivamente, del Tomo V, correspondiente a los meses de abril y junio de 1997, Novena Época, del Semanario Judicial de la Federación, que en lo que a esto interesa la siguiente dice: 
“CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL, AUTORIDAD INTERMEDIA PROHIBIDA EN EL ARTICULO 115, FRACCION I, DE LA CONSTITUCION POLITICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, CARACTERISTICAS GENERALES QUE LA IDENTIFICAN.  El  Constituyente de 1917 impuso la prohibición de “autoridad intermedia” a que se refiere la fracción I, del artículo 115 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en atención a situaciones de hecho, según informa la historia, en virtud de las cuales se creaban, por debajo de los Gobiernos Estatales, personas conocidas como “jefes políticos”,  que detentaban un poder real y de hecho reconocido por el gobernador, en virtud del cual se cumplían las órdenes de éste y servía para que la autoridad tuviera medios inmediatos de acción y centralización.  Tomando en consideración lo anterior, debe establecerse que una autoridad, ente, órgano o persona de que se trate, no debe tener facultades o atribuciones que le permitan actuar de manera independiente, unilateral y con decisión, que no sea resultado o provenga de manera directa de los acuerdos o decisiones tomados por los diferentes niveles de gobierno dentro del ámbito de sus respectivas facultades, a efecto de impedir que la conducta de aquéllos se traduzca en actos o hechos que interrumpan y obstaculicen la comunicación directa entre el Gobierno Estatal y el Municipio, o que impliquen sustitución o arrogación de sus facultades”.

Atento a todo lo anteriormente expuesto y reexaminando los criterios sustentados por ese Alto Tribunal, se pasa a realizar un análisis interpretativo de la disposición fundamental de referencia, a efecto de determinar los alcances de la prohibición constitucional sobre la autoridad intermedia.

El artículo 115, fracción I, de la Constitución Federal, dispone:

“Artículo 115.  Los Estados adoptarán, para su régimen interior, la forma de gobierno republicano representativo, popular, teniendo como base de su división territorial y de su organización política y administrativa el Municipio Libre, conforme a las bases siguientes:

“I.  Cada Municipio será gobernado por un Ayuntamiento de elección popular directa integrado por un Presidente Municipal y el número de regidores y síndicos que la ley determine.  La competencia que esta Constitución otorga al gobierno municipal se ejercerá por el Ayuntamiento de manera exclusiva y no habrá ninguna autoridad intermedia entre éste y el gobierno del Estado….”.

Los elementos normativos de la disposición fundamental que destacan para efectos del presente estudio, son los siguientes:

Conforme al primer párrafo del artículo 115 constitucional:

a).-  En su régimen interior los Estados tendrán una división territorial.

b).-  En su régimen interior los Estados tendrán una organización política y administrativa.

c).-  La base de los dos puntos anteriores será el Municipio Libre.

d).- Las bases del Municipio Libre son las que se instituyen en las diferentes fracciones del precepto.

Conforme a la fracción I, del artículo 115 constitucional:

a).-  Cada Municipio será gobernado por un Ayuntamiento.

b).-  Los Ayuntamientos serán de elección popular directa.

c).-  No habrá autoridad intermedia entre los Ayuntamientos y el gobierno del Estado.

Como se observa del primer párrafo de la disposición constitucional, en éste se instituye al Municipio Libre como base de la división territorial y de la organización política y administrativa del Estado; por otra parte establece que dicha institución se sustentará en las bases que se fijan en las diferentes fracciones del propio precepto fundamental.

De lo anterior se sigue que, por una parte, se fija el elemento sustancial, que es precisamente el Municipio Libre; por otra, se anuncian las bases a las que se sujetará dicha institución, al remitir a las diversas fracciones del aludido artículo, y que, dados los términos del primer párrafo del precepto, las vincula esencialmente a la cuestión política y administrativa. 

Entendido así, las bases contenidas en las ocho fracciones del artículo, tienden a precisar, fundamentalmente, los lineamientos generales en que se sustenta el Municipio Libre, política y administrativamente hablando.

Ahora bien, en términos de la fracción I, del referido artículo 115, claramente se advierte que señala en ese ámbito político y administrativo dos cuestiones específicas: que la elección de los Ayuntamientos debe ser popular y directa, y que el gobierno que implica la administración de los Municipios corresponde a los Ayuntamientos.

Sin embargo, también la fracción I, de mérito se refiere a que no debe haber autoridad intermedia entre los Municipios y el gobierno del Estado.

Por su parte, en nuestro derecho positivo los artículos 73 fracción I, 80 y 88 de la Constitución Local, así como los artículos 1°, 2°, 3°, 37, 38, 75, 82 y relativos de la Ley del Gobierno y la Administración Pública municipal y Ley de Hacienda Municipal, ambos ordenamientos del Estado de Jalisco, en plena armonía con los postulados constitucionales, reiteran los principios que se vienen resaltando.

Si se atiende a los antecedentes históricos, constitucionales y legislativos anteriormente precisados, y que motivaron la prohibición de mérito, tal disposición que introdujo el Constituyente de mil novecientos diecisiete, obedeció a la existencia previa de los llamados jefes políticos o prefectos, que política y administrativamente se ubican entre el gobierno y los Ayuntamientos, y que tenían amplias facultades con respecto a estos últimos.

Todo esto puede llevar a dar diversas interpretaciones respecto de la autoridad intermedia, en tanto que, en términos de la disposición constitucional y de los antecedentes que se tienen, podría decirse que la prohibición se refiere a que, fuera del gobierno Estatal y el Municipal, no debe existir una autoridad distinta o ajena a alguno de éstos; o bien, que dicha autoridad, cualquiera que sea su origen o denominación, lesiona la autonomía municipal, suplantando o mediatizando sus facultades constitucionales o invadiendo la esfera competencial del Ayuntamiento; o, finalmente, que la prohibición únicamente pretenda impedir que dentro de la relación que debe existir entre el gobierno del Estado y el Municipio, dadas sus respectivas facultades en ciertas materias, no debe haber un órgano intermedio que impida la comunicación directa entre ambos niveles de gobierno, de tal forma que no haya un ente de enlace o que pueda interrumpir esa comunicación.

Sirve de apoyo a lo anterior, la tesis de jurisprudencia número 10/2000, del Tribunal Pleno de la Suprema Corte de justicia, que dice:

“AUTORIDAD INTERMEDIA.  INTERPRETACION DE LA FRACCION I, DEL ARTÍCULO 115 DE LA CONSTITUCION FEDERAL.  El artículo 115, fracción I, de la Constitución Federal, establece que cada Municipio será administrado por un Ayuntamiento y no habrá ninguna autoridad intermedia entre éste y el Gobierno del Estado.  El análisis de los antecedentes históricos, constitucionales y legislativos que motivaron la prohibición de la autoridad intermedia introducida por el Constituyente de mil novecientos diecisiete, lo cual obedeció a la existencia previa de los llamados jefes políticos o prefectos, que política y administrativamente se ubicaban entre el gobierno y los Ayuntamientos y tenían amplias facultades con respecto a estos últimos, puede llevar a diversas interpretaciones sobre lo que en la actualidad puede constituir una autoridad de esta naturaleza.  Al respecto, los supuestos en que puede darse dicha figura son los siguientes:  a) Cuando fuera del Gobierno Estatal y del Municipal se instituye una autoridad distinta o ajena a alguno de éstos;  b) Cuando dicha autoridad,  cualquiera que sea su origen o denominación, lesione la autonomía municipal, suplantando o mediatizando sus facultades constitucionales o invadiendo la esfera competencial del Ayuntamiento; y, c) Cuando esta autoridad se instituye como un órgano intermedio de enlace entre el Gobierno del Estado y del Municipio, impidiendo o interrumpiendo la comunicación directa que debe haber entre ambos niveles de gobierno”.

Para analizar tales cuestiones, es conveniente determinar previamente lo que debe entenderse por gobierno del Estado para efectos de la aludida fracción I, del artículo 115 constitucional, para lo cual se precisan previamente algunas generalidades de los conceptos de gobierno y de Estado.

En el Diccionario Jurídico Mexicano, del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la Universidad Nacional Autónoma de México, se define el vocablo “gobierno” como: “Del latín gubernatio-onis, de gubernare, gobernar.  En el lenguaje usual es sinónimo de dirigir, regir, administrar, mandar, conducir, guiar, etc.  Es el agrupamiento de personas que ejercen el poder.  Es la dirección o el manejo de todos los asuntos que conciernen de igual modo a todo el pueblo”.

El propio diccionario, al referirse al “Estado”, dice: “Dentro de la teoría del derecho y en la jurisprudencia dogmática el concepto de Estado es bastante controvertido, sin embargo es posible hacer una caracterización y proporcionar una breve descripción de sus características jurídicas fundamentales.  Básicamente se concibe al Estado como una corporación, como una persona jurídica.  Esta corporación es una corporación territorial, esto es, actúa y se manifiesta en un espacio, una determinada circunscripción territorial.  Otra de las características del Estado, igualmente esencial, es que actúa, se conduce, de forma autónoma e independiente.  Este último dato se describe como poder originario, autoridad soberana o, simplemente como la soberanía.  De ahí la ampliamente compartida noción del Estado como corporación territorial dotada de un poder de mando originario.  La caracterización anterior ha sido persistente en la doctrina jurídica a través de los años y tiene antecedentes remotos”.

Por otra parte, la doctrina reconoce que, al hablar de gobierno, generalmente se le vincula con vocablos tales como: autoridad política, régimen político, conjunto de órganos del Estado, conjunto de poderes del Estado, dirección del Estado, parte del Estado, etcétera, todo lo cual en términos generales se refiere al gobierno; de tal forma que puede considerarse a éste como la acción y efecto de la conducción política, que agrupa al conjunto de órganos que realizan los fines de la estructura global del orden jurídico denominado Estado. 

Asimismo, al hablar de Estado la doctrina, en términos generales, lo caracteriza como la organización jurídico-potestativa de una comunidad humana, tendiente a concretar en modo sistemático y efectivo la ordenación de la vida social en las condiciones y dentro del ámbito territorial determinados por factores históricos. 

Conforme a lo expuesto, puede decirse que el Estado tiene como elementos constitutivos la población, el territorio y la organización política, mientras que el gobierno no es más que este último elemento, entendido como el ordenamiento de un conjunto de normas y de actos. 

Ahora bien, estas ideas generales de gobierno y Estado doctrinalmente se conciben en un sentido amplio; sin embargo, para efectos de la disposición constitucional en estudio, debemos ahora precisar que, conforme al artículo 43 de la Constitución Federal, al referirse la fracción I, del artículo 115 constitucional al Estado, alude a éste como alguna de las entidades federativas que integran a la Federación.  En estas condiciones, se concluye que el Gobierno del Estado a que se refiere esta última disposición, es precisamente la organización política del ente (uno de los que integran a la Federación), que se caracteriza por reunir sus elementos constitutivos que lo distinguen de otros consistentes en una población, territorio y organización política determinados. 

Por lo que, siguiendo este orden de ideas, resta precisar si el gobierno a que alude la fracción I, del artículo 115 constitucional, se refiere al Poder Ejecutivo del Estado, o bien a todos sus componentes, específicamente, tanto al Poder Ejecutivo como al Legislativo y Judicial.

Frecuentemente se llega a identificar al gobierno como la parte de la administración pública propia del Poder Ejecutivo; sin embargo, en los términos que apunta la doctrina y siguiendo los conceptos antes precisados, el término “gobierno” no se refiere de manera específica a un poder u órgano público determinado, concretamente al Poder Ejecutivo, o a un conjunto limitado de acciones o actos del Estado de carácter esencialmente administrativos.

Por otra parte y atendiendo a la fracción I, del artículo 115 constitucional, tampoco puede limitarse la expresión “gobierno” a aquella actividad del Estado de carácter administrativo y propia del Poder Ejecutivo, ya que, por una parte, tomando en consideración los antecedentes de los jefes políticos y de los prefectos, es claro que tenían amplias facultades en muchas materias, de las cuales algunas que podrían calificarse como de carácter legislativo y judicial, como son, entre otras, presidir las diputaciones provinciales, resolver algunos  conflictos que se suscitaran entre los gobernados y los Ayuntamientos, suspender a los miembros de éstos, etcétera, facultades estas que en la actualidad son competencia de los Poderes Legislativos y Judiciales de los Estados.

Además, el texto vigente del artículo 115 de la Constitución Federal, en algunos apartados sí alude a un poder específico, por ejemplo, cuando atañe a ciertas facultades de las legislaturas para fijar los derechos tributarios de los Ayuntamientos o para suspender a los miembros de éstos (fracciones I, tercer párrafo y IV); pero igualmente hace alusión al Estado en forma genérica dirigiéndose no al Poder Ejecutivo en particular, sino a otro de sus poderes, como es el caso de la fracción IV, inciso c), segundo párrafo, que se refiere a que “las leyes federales no limitarán la facultad de los Estados para establecer las contribuciones a que se refieren los incisos a) y c)”, en donde evidentemente se advierte que, al hablar de Estado, lo hace en forma genérica pero aludiendo a la legislatura y no al Poder Ejecutivo, pues es claro que la fijación de contribuciones corresponde al Poder Legislativo.
De lo anterior se concluye que la prohibición de autoridad intermedia, al referirse al gobierno del Estado, no está limitada al poder Ejecutivo de la entidad federativa, pues, dadas las competencias que en la actualidad tienen los diferentes Poderes de los Estados y que antes podían incidir en el jefe político o prefecto, y toda vez que la terminología que al respecto utiliza la disposición constitucional se hace en forma genérica y no referida exclusivamente al Poder Ejecutivo, debe entenderse que comprende no sólo a este último poder en cita, sino también a los otros poderes, frente a los cuales eventualmente podría gestarse también una autoridad intermedia con relación a los Ayuntamientos. 

No pasa inadvertido que, conforme al párrafo primero del artículo 115 constitucional, los lineamientos generales que se instituyen en las bases contenidas en sus diferentes fracciones, tienen por esencia fijar los principios rectores en materia municipal que esencialmente se identifican con  cuestiones políticas y administrativas, cuya competencia corresponde al Poder Ejecutivo en el ámbito estatal; sin embargo, por las razones antes dadas, actualmente y dentro del ámbito de atribuciones de los Poderes Judicial y Legislativo de los Estados, también tienen relación en ciertas materias con los Municipios, como en los casos antes apuntados, en los que también podría evaluarse un caso en que se instituyera una autoridad intermedia que afectara a los Municipios, como por ejemplo sería si el Municipio tuviera que acudir ante un ente diverso para proponer su Presupuesto de Egresos, para que éste lo autorizara o diera su aprobación y posteriormente fuera quien lo propusiera ante la legislatura. 
Sirve de apoyo a lo anterior, la tesis jurisprudencial número 11/2000, del Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia, que dice:

“AUTORIDAD INTERMEDIA, INTERPRETACION DE LA VOZ “GOBIERNO DEL ESTADO”, UTILIZADA EN LA FRACCION I, DEL ARTICULO 115 DE LA CONSTITUCION FEDERAL.  El artículo 115, fracción I, de la Constitución Federal establece que cada Municipio será administrado por un Ayuntamiento y no habrá ninguna autoridad intermedia entre éste y el Gobierno del Estado.  El término “Gobierno del Estado”, no está limitado al Poder Ejecutivo de la entidad federativa, pues dadas las competencias actuales de los diferentes Poderes de los Estados y que antes podían incidir en el jefe político o prefecto (antecedente de la autoridad intermedia ahora prohibida), y como la terminología utilizada por la disposición constitucional se hace en forma genérica y no referida exclusivamente al Poder Ejecutivo, debe entenderse que dicha expresión comprende tanto al Poder Ejecutivo,  como a los otros poderes estatales, frente a los cuales, eventualmente, también, podría darse una autoridad intermedia con relación a los Ayuntamientos”.
Precisado lo anterior, se pasa al análisis del caso concreto a la luz de las posturas que de lo que debe entenderse por autoridad intermedia, en la inteligencia de que tal análisis versará respecto del Comité Técnico de Valoración Salarial del Estado de Jalisco y sus Municipios, que prevé el proyecto de reformas objeto de estas observaciones.

Respecto a que la prohibición de autoridad intermedia se refiere a que, fuera del gobierno Estatal y el Municipal, no debe existir una autoridad distinta o ajena a alguno de éstos, el Comité de Valoración Salarial del Estado de Jalisco y sus Municipios a que se refiere el artículo tercero del proyecto de reformas y adiciones a la Ley para los Servidores Públicos del Estado de Jalisco y sus Municipios, específicamente en los artículos 46, 46 bis y 46 bis 1 (sic) establecen lo siguiente:

“Artículo 46.-  El sueldo para los servidores públicos será acorde a las funciones y responsabilidades de sus cargos y se fijará en base a los presupuestos de egresos respectivos, tomando en cuenta las recomendaciones del Comité Técnico de Valoración Salarial del Estado de Jalisco y sus Municipios de acuerdo a la capacidad económica de la entidad pública, sin que puedan ser disminuidos, y de conformidad con las disposiciones legales aplicables en la materia. 
Los servidores públicos no podrán percibir por sus servicios ningún tipo de pago, prestación, compensación o bono alguno que no esté expresamente asignado en el presupuesto de egresos correspondiente. 

La violación a lo dispuesto por el presente artículo será sancionada de conformidad con la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado de Jalisco”.

“Artículo 46 bis.-  Para efectos del artículo anterior, se conformará un Comité Técnico de Valoración Salarial del Estado de Jalisco y sus Municipios, el cual deberá realizar los estudios necesarios para la actualización de los montos máximos de las percepciones anualmente (sic) y emitir recomendaciones sobre la percepción salarial de los servidores públicos.  Este Comité Técnico estará integrado por:

I.-  El Gobernador del Estado o la persona que éste designe;
II.- El Presidente del Supremo Tribunal de Justicia del estado o quien designe el Pleno de éste;

III.-  Dos representantes del Congreso del Estado, que serán designados por las Comisiones de Hacienda y Presupuesto y de la Comisión de Administración;

IV.-  Un académico especialista en Gestión y Administración Pública o en Ciencias Políticas y de Gobierno, designado por el rector de las siguientes universidades:  Universidad de Guadalajara, Universidad del Valle de Atemajac, Universidad Autónoma de Guadalajara, Instituto Tecnológico y de Estudios Superiores de Occidente, Universidad Panamericana e Instituto Tecnológico de Estudios Superiores de Monterrey;
El Comité a petición de cualquiera de sus miembros, podrá invitar a las personas que por sus conocimientos y aptitudes considere necesarias, para el mejor cumplimiento de sus actividades. 
El Comité Técnico sesionará, previa convocatoria por parte del Titular del Poder Ejecutivo, en el mes de agosto para formular las recomendaciones respectivas a más tardar el día último del mismo mes, con la finalidad de que las mismas sean tomadas en consideración en el proyecto de Presupuesto de Egresos del Gobierno del Estado.  Los integrantes del Comité Técnico de Valoración Salarial del Estado de Jalisco y sus Municipios, no percibirán remuneración económica alguna, por las actividades inherentes a este nombramiento”

“Artículo 46 bis 1.- el comité Técnico de Valoración Salarial del Estado de Jalisco y sus Municipios, tomará en consideración, para emitir sus recomendaciones sobre la percepción salarial de los servidores públicos de los municipios, al menos las siguientes características.

I.-  Número de habitantes;
II.-  Monto del Presupuesto;

III.-  Dispersión de la población;

IV.-  Desarrollo Socioeconómico;  y

V.-  Número de Servidores Públicos”.
Este comité si bien se califica como de valoración salarial, también lo es que su forma de integración está dada de tal manera que no puede calificarse como parte del gobierno del Estado. 
En efecto, este comité se debería integrar según lo anterior, por el Gobernador del Estado; el presidente del Supremo Tribunal de Justicia del Estado; dos representantes del Congreso del Estado designados por la Comisión de Hacienda y Presupuesto y la Comisión de Administración; y un académico especialista en Gestión y Administración Pública o en Ciencias Políticas y de Gobierno, designado por el rector de las siguientes universidades:  Universidad de Guadalajara, Universidad del Valle de Atemajac, Universidad Autónoma de Guadalajara, Instituto Tecnológico y de Estudios Superiores de Occidente, Universidad Panamericana e Instituto Tecnológico de Estudios Superiores de Monterrey. 

Como se aprecia, dicho comité se conforma tanto con autoridades estatales así como por representantes de instituciones educativas de nivel media y superior.

En tales condiciones, aunque dicho organismo se califique como estatal y municipal y se integre, entre otros, por autoridades estatales, evidentemente no se pueden catalogar como un órgano estatal.  Es cierto que la forma de su integración no es lo que determina la naturaleza estatal del mismo, pero también lo es que no existe disposición expresa que lo considere orgánicamente como un ente público.

En consecuencia, debe considerarse que dicho comité constituye una autoridad intermedia al margen del gobierno del Estado y de los Municipios, por lo que, conforme a la postura que se analiza, debe considerarse como una autoridad intermedia. 

Lo anterior se confirma del análisis de la misma integración del Comité de Valoración Salarial, pues en éste no se encuentran representados los municipios de esta entidad federativa. 

De conformidad con el artículo 115, fracción I, de la Constitución Federal, cada Municipio será gobernado por un Ayuntamiento de elección popular directa y no habrá ninguna autoridad intermedia entre éste y el Gobierno del Estado. 

Los artículos 73 fracción I, de la Constitución Local y 2°, 3° 37 fracciones II y III, 38 fracción IV y 79 fracción II inciso d) de la Ley del Gobierno y la Administración Pública Municipal y del 210 al 218 de la Ley de Hacienda Municipal, ambos del Estado de Jalisco, establecen lo relativo a la libre administración de su patrimonio, reflejado en el propio presupuesto de egresos que el mismo Ayuntamiento apruebe:

“Artículo 73.  El municipio libre es base de la división territorial y de la organización política y administrativa del Estado de Jalisco, investido de personalidad jurídica y patrimonio propios, con las facultades y limitaciones establecidas en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y los siguientes fundamentos:
I.-  Cada municipio será administrado por un ayuntamiento de elección popular directa que residirá en la cabecera de la municipalidad y no habrá ninguna autoridad intermedia entre éste y el Ejecutivo del Estado…”

Artículo 2°.- El Municipio libre es un nivel de gobierno, así como la base de la organización política y administrativa y de la división territorial del Estado de Jalisco; tiene personalidad jurídica y patrimonio propios; y las facultades y limitaciones establecidas en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en la particular del Estado y en la presente ley”.
“Artículo 3°.- Cada Municipio es gobernado por un Ayuntamiento de elección popular directa.  Las competencias municipales deben ser ejercidas de manera exclusiva por el Ayuntamiento y no habrá ninguna autoridad intermedia entre éste y el Gobierno del Estado”.

“Artículo 37.- Son obligaciones de los Ayuntamientos:

…

II.-  Aprobar y aplicar su presupuesto de egresos, bandos de policía y gobierno, reglamentos, circulares y disposiciones administrativas de observancia general que organice la administración pública municipal; regulen las materias, procedimientos, funciones y servicios públicos de su competencia y aseguren la participación ciudadana y vecinal;
…
X.-  Realizar la fiscalización control y evaluación del Gobierno y administración pública municipal, mediante los órganos y dependencias creados para tal efecto”.

“Artículo 38.- Son facultades de los Ayuntamientos:

…

IV.-  Crear los empleos públicos y las dependencias que se estimen necesarias para cumplir con sus fines…”

“Artículo 79.-  El Congreso del Estado debe aprobar las leyes de Ingresos de los municipios y revisar y fiscalizar sus cuentas públicas.  Los presupuestos de egresos deben ser aprobados por los ayuntamientos con base en sus ingresos disponibles, planes municipales de desarrollo y a las siguientes reglas:

…
II.-  Los presupuestos de egresos de los municipios, deben contener:

…

d).-  Las plantillas de personal en las que se especifiquen los empleos públicos del municipio y se señale el total de las percepciones económicas a que tenga derecho cada uno de los servidores públicos municipales, para efectos de la fiscalización de la cuenta pública…”.

Ahora bien, específicamente la ley hacendaria municipal del Estado establece lo siguiente:

“Artículo 210.-  El Presidente Municipal, dentro de los primeros quince días del mes de noviembre de cada año, deberá presentar al Ayuntamiento el Proyecto de Gasto Público, el cual se integrará con los documentos siguientes:

I.- Estimación de los ingresos a recaudar, tomando como base la política recaudatoria y la Ley de Ingresos que regirá en el ejercicio fiscal siguiente;

…

IV.-  Estimación de gastos para el ejercicio fiscal que se propone, con la indicación de los empleos que se incluyen;

V.-  Estimación de ingresos y gastos del ejercicio fiscal en curso;

…

VII.-  Las previsiones de egresos destinados a cada ramo administrativo, para el sostenimiento y desarrollo de los servicios públicos en el siguiente ejercicio fiscal;

…

IX.-  El desglose y justificación de las diferentes partidas del presupuesto;

X.- Las Plantillas de personal por jornada y nivel;

XI.-  Sueldo y demás prestaciones económicas asignadas a cada una de las plazas presupuestadas, con inclusión de aquellas que ocupen los funcionarios titulares de las dependencias municipales y entidades de que se trate; y…”

“Artículo 211.-  Una vez estudiado y revisado el Proyecto del Gasto Público, el monto del mismo será el que se apruebe por el Ayuntamiento, para erogar dicho gasto, durante el período de un año, a partir del día 1° de enero”.

“Artículo 212.- Aprobado el presupuesto de egresos para el ejercicio fiscal respectivo, el gobierno municipal deberá remitir, antes del día veinte de diciembre de cada año, las copias del mismo y del acta de la sesión de ayuntamiento en que se aprobó, al Congreso del Estado, para su conocimiento y efectos de control y revisión de la cuenta pública.

El presidente municipal, dentro de los treinta días que sigan a la aprobación del presupuesto, o en su caso, de las modificaciones o ampliaciones del mismo, deberá ordenar la publicación de las percepciones económicas que se hubieren determinado para cada uno de los servidores públicos del ayuntamiento.
Mientras no se hubiera realizado la publicación, tales servidores públicos no podrán percibir ningún pago que no tengan expresamente asignado conforme a la última publicación efectuada.
Las partidas destinadas al pago de prestaciones económicas distintas al sueldo se aplicarán atendiendo lo previsto en la Ley para los Servidores Públicos del Estado de Jalisco y sus Municipios y demás normatividad aplicable. 

La publicación a que se refiere el párrafo anterior deberá hacerse en la Gaceta Municipal, en por lo menos uno de los diarios de mayor circulación en el Estado y, si los hubiere, en uno o más periódicos de la localidad de que se trate”.
“Artículo 215.-  El gasto público deberá de ejercerse, conforme a lo autorizado en cada una de las partidas del presupuesto de egresos”.

“Artículo 216.- Los nombramientos que expida el Ayuntamiento serán enviados a su Tesorería, con copia al Congreso del Estado, a más tardar, dentro de los 5 días siguientes a la fecha en que se expidan los documentos relativos”.

“Artículo 217.- Ningún gasto podrá efectuarse, sin que exista partida expresa del gasto público que la autorice.

Toda erogación deberá ajustarse estrictamente, al texto de la partida que reciba el cargo.  En los casos de duda, el Tesorero Municipal resolverá lo conveniente”.

“Artículo 218.- El gasto público no podrá modificarse en ninguna de sus partidas, sin la previa autorización del Ayuntamiento”.

De las disposiciones transcritas se desprende, por una parte, que la máxima autoridad administrativa de los Municipios lo es el Ayuntamiento, al que corresponde emitir todas aquellas disposiciones relativas a su organización, funcionamiento, administración de su patrimonio, servicios públicos y otros de su competencia, así como aprobar y aplicar su presupuesto de egresos con base en sus ingresos disponibles. 

Lo anterior se relaciona directamente con las atribuciones que se le reconocen al Comité de Valoración Salarial a que se refiere los artículos 46, 46 bis y 46 bis 1, de la Ley para los Servidores Públicos del Estado de Jalisco y sus Municipios, en tanto que éste constituye una instancia encargada de discutir, analizar y estudiar la actualización de los montos máximos de las percepciones de los servidores públicos, lo cual se traduce en una facultad administrativa que al estar vinculada con la interpretación, aplicación y ejercicio del presupuesto de egreso de los municipios, se trata materialmente de una autoridad intermedia a la que se le otorga una competencia que originalmente corresponde a los Ayuntamientos.

Acorde con lo anterior, es evidente que el referido comité se constituye en una autoridad intermedia conforme a la postura que se analiza, ya que se le dota de facultades tales que invaden la esfera de competencia de los Ayuntamientos, que son  la máxima autoridad administrativa de los Municipios y que, por tal razón, son los que deberían planear, discutir, analizar y estudiar el monto y máximo de los salarios de los servidores públicos municipales, bajo su más estricta responsabilidad, sin perjuicio de las facultades que corresponden al Congreso del Estado para revisar las cuentas públicas municipales. 
No debe soslayarse que, considerando la naturaleza propia de este organismo de valoración salarial, su función no tiene cabida en el marco institucional del Estado, pues sus actos no tendrían formalmente carácter legislativo, administrativo ni jurisdiccional, pues en atención al principio de división de poderes que impera en nuestro sistema jurídico y político, no se pueden reunir dos o más de estos en una sola persona o corporación, lo cual en perjuicio del gobierno municipal, se equipara a la reunión de los tres poderes en una corporación con integrantes del sector privado, para ejercer una atribución que corresponde al municipio. 

Sirven de apoyo a lo anteriormente considerado, las tesis jurisprudenciales números 12/2000, 13/2000 y 14/2000, del Tribunal Pleno que respectivamente dicen:

“AUTORIDADES INTERMEDIAS. TIENEN ESE CARÁCTER LOS COMITES DE PLANEACION PARA EL DESARROLLO MUNICIPAL DEL ESTADO DE PUEBLA (LEY PARA EL FEDERALISMO HACENDARIO DEL ESTADO DE PUEBLA). Los artículos 13, 14, 44, 57 y 82 fracción II, de la Ley para el Federalismo Hacendario del Estado de Puebla, son violatorios de la fracción I, del artículo 115 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos que prohíbe las autoridades intermedias entre el Gobierno del Estado y los Ayuntamientos de los Municipios.  Lo anterior en virtud de lo siguiente:  a) Los citados preceptos de la ley prevén los Comités de Planeación para el Desarrollo Municipal como autoridades que no pertenecen orgánicamente al Estado ni a los Municipios, aunque se integran con autoridades de ambos; b) De conformidad con los artículos 115, fracción I, de la Constitución Federal, y 13 y 40 de la Ley Orgánica Municipal de aquella entidad, entre otros, la máxima autoridad administrativa de los Municipios lo es el Ayuntamiento, al que corresponde emitir todas aquellas disposiciones relativas a su organización, funcionamiento, servicios públicos y otros de su competencia, así como promover y autorizar la realización de obras públicas y lo inherente a su desarrollo urbano, lo cual se relaciona directamente con las atribuciones que se le otorgan a los Comités de Planeación para el Desarrollo Municipal, en tanto que éstos constituyen instancias encargadas de planear, discutir, analizar y seleccionar las obras y acciones a realizar para atender las demandas de la población, facultades que invaden la esfera de competencia de los Ayuntamientos que, por tal razón, son los que deberían realizarlas; c) Dichos comités no sólo son órganos de planeación y coordinación sino que se les dota de facultades tales que implican el sometimiento del Ayuntamiento y de sus Juntas Auxiliares, de forma que,   para que éstos puedan desarrollar sus funciones y percibir los recursos que les corresponden para tal efecto conforme a la ley citada, deben contar con los planes, programas y jerarquización de obras y acciones autorizadas por los referidos comités; y d) Además, interrumpen la comunicación directa que debe existir entre el Gobierno del Estado y los Municipios, ya que con la intervención de dichos comités, los Municipios estarán obstaculizados para coordinarse directamente con el Gobierno del Estado para llevar a cabo sus atribuciones sobre aquellas materias que en común tienen ambos  niveles”.

“AUTORIDADES INTERMEDIAS. NO TIENEN ESE CARÁCTER LOS GRUPOS ORGANIZADOS QUE PREVE EL ARTICULO 15 DE LA LEY PARA EL FEDERALISMO HACENDARIO DEL ESTADO DE PUEBLA.  De conformidad con el artículo 15 de la Ley para el Federalismo Hacendario del Estado de Puebla, en la coordinación de acciones de planeación del desarrollo, el Estado tomará en cuenta la participación de los órganos de planeación y otros grupos organizados, entendiéndose como tales principalmente a las organizaciones representativas de obreros, campesinos, grupos populares, instituciones académicas y de investigación  organismos empresariales y otras agrupaciones sociales, considerados órganos de consulta.  De esta disposición se desprende que los referidos grupos organizados constituyen tan sólo órganos de consulta permanente, pero sin reconocerles ninguna facultad de decisión, por lo que no son autoridades intermedias, prohibidas por el artículo 115, fracción I, de la Constitución Federal”.

“AUTORIDADES INTERMEDIAS.  NO TIENEN ESE CARÁCTER LAS JUNTAS AUXILIARES DE LOS MUNICIPIOS DEL ESTADO DE PUEBLA.  De conformidad con los artículos 16, 67 y 72 de la Ley Orgánica  Municipal del Estado de Puebla, los Municipios se dividen, para su administración interior, entre otras formas de organización social, en pueblos y para el gobierno de éstos se integran las Juntas Auxiliares, cuyas facultades se sujetan a las determinaciones de los Ayuntamientos como  órganos superiores de administración de los Municipios; por lo tanto, las Juntas Auxiliares al formar parte de la organización de los Municipios, y atento a sus facultades, no afectan la esfera de competencia de los Ayuntamientos ni obstaculizan en forma alguna la comunicación directa que debe haber entre el Gobierno del Estado y sus Municipios”.

Del mismo modo, el artículo 115 fracción IV, inciso c), último párrafo, faculta a las Legislaturas Locales para revisar las cuentas públicas de los Ayuntamientos, en cuyo procedimiento de fiscalización, puede determinarse si el gasto público se ejerció apegado al principio de legalidad, racionalidad y equidad, en tratándose de los salarios de los servidores públicos municipales y de no ser así, entonces instaurar los procedimientos de responsabilidad que procedan. 

En otro aspecto, se considera que los artículos de las reformas y adiciones a que se hacen observaciones, sí violan la fracción I, del artículo 115 de la Constitución Federal, en virtud de lo siguiente:

Dichas disposiciones son contrarias a la disposición constitucional en cita, por las mismas razones dadas anteriormente, toda vez que al integrarse el Comité de Valoración Salarial se le otorgan facultades de tal manera que afectan la esfera de competencia de los Ayuntamientos, pues supeditan sus facultades presupuestarias a las decisiones de dicho  comité, pues aun cuando se denominen recomendaciones a sus actos, materialmente consisten en ordenes o resoluciones definitivas y directas que deben ser atendidas por las autoridades municipales, pues de lo contrario, es decir, de no atenderse esas recomendaciones, se estaría incurriendo en el supuesto legal de responsabilidad política a que se refiere el último párrafo del artículo 46 del proyecto de reformas a la Ley para los Servidores Públicos, en relación con el artículo 7 fracción V, de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado. 

Finalmente, respecto del artículo tercero del decreto que proyecta la reforma de mérito, al establecer la posibilidad de que el órgano de valoración salarial efectúe los estudios necesarios para que sean tomados en cuenta por los ayuntamientos, sin tomar en cuenta que estos son quienes constitucionalmente les corresponde la facultad de administrar los recursos de la hacienda municipal, afecta las facultades constitucionales que tienen estos últimos, con lo que se transgrede el artículo 115 fracciones I y IV, inciso b), constitucional, en cuanto que establece que los Ayuntamientos son a los que corresponde administrar el Municipio y que, por ende, son los que llevan a cabo la libre administración hacendaria municipal, por lo que la facultad que se otorga al Comité de Valoración Salarial, resulta inconstitucional.  Cabe señalar que aun ante una situación anómala de parte de los Ayuntamientos que motive la falta de cumplimiento de los principios presupuestarios para determinar y fijar los montos salariales, es una cuestión que será responsabilidad del propio Ayuntamiento y de las consecuencias legales correspondientes, pero no puede justificarse que el órgano de valoración salarial propuesto se sustituya en las atribuciones que constitucionalmente les son propias a los Ayuntamientos. 

En este orden de ideas, considerando los diferentes niveles de gobierno en que se divide nuestro sistema federal, que comprende un ámbito de competencia determinado en el que cada nivel ejerce sus facultades, y considerando que cada uno cuenta con una hacienda pública integrada por diversos conceptos y que respectivamente se rige por sus propias disposiciones, debe concluirse que el principio de libre administración de la hacienda pública, inmerso en nuestra Carta Fundamental, rige para los Municipios, los Estados, el Distrito Federal y la Federación, los que, acorde con sus respectivos ámbitos de competencia y conforme a las disposiciones que a cada uno les es aplicable, deben administrar sus haciendas públicas a efecto de poder ejercer y aplicar los recursos económicos que les corresponden para sus fines públicos.

Lo anterior es acorde con el sistema federal que consagra el artículo 124 de la Constitución Federal, en virtud del cual las facultades que no están expresamente concedidas por esta Constitución a los funcionarios federales se entienden reservadas a los Estados, por lo que, tratándose de la hacienda pública, la Federación tiene facultades expresas para administrar sus recursos, y en lo tocante a las haciendas estatales y del Distrito Federal, deben entenderse reservadas dichas facultades a favor de cada entidad federativa, así como para los Municipios; en estas condiciones, cada nivel de gobierno es el competente para disponer y ejercer sus propios recursos públicos para la satisfacción de sus necesidades en términos de las leyes correspondientes.
Finalmente cabe agregar, que si se hacen observaciones al contenido parcial de una Ley, la parte no observada no puede promulgarse ni publicarse hasta que no se siga lo establecido por el artículo 33 de la Constitución Política del Estado en sus párrafos primero, cuarto y sexto.
Por tanto, no es posible publicar las reformas a la Ley de Presupuesto, Contabilidad y Gasto Público, Ley Electoral, Ley para los Servidores Públicos, Ley de Responsabilidades, Ley de Hacienda Municipal, y Ley de Gobierno y Administración Pública Municipal, mientras éstas se encuentren en el mismo decreto en el que se encuentran las reformas y adiciones de mérito.  Esto es, no está facultado el Ejecutivo para seleccionar aquello que no fue materia de observaciones en un proyecto de reformas y adiciones y sancionarlo y publicarlo.  Lo único que puede hacerse en un caso como este es que el H. Congreso del Estado al no formular sus proyectos de reformas y adiciones en distintos Decretos para su sanción y publicación, es someter nuevamente análisis y discusión el Decreto objeto de las observaciones, a efecto de que en su caso se proceda a la aprobación del mismo por las dos terceras partes del total de los miembros presentes del H. Congreso del Estado. 

Atento a todo lo expuesto y fundado en el presente considerando deberá de someterse nuevamente a estudio y discusión las reformas y adiciones objeto de estas observaciones, por lo tanto, es que se niega la promulgación y publicación del decreto número 19449, mediante el cual se pretende reformar y adicionar diversos artículos de la Ley de Presupuesto, Contabilidad y Gasto Público, Ley Electoral, Ley para los Servidores Públicos, Ley de Responsabilidades, Ley de Hacienda Municipal y Ley de Gobierno y Administración Pública Municipal.

Presentada por el Lic. Francisco Javier Ramírez Acuña; Gobernador Constitucional del Estado de Jalisco;  con fecha Diciembre 28 del 2001.
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